ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2015 00255 01
ACCIONANTE: YURLEDY MUÑOZ OSORIO  

ACCIONADA: SENA
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE MUJER GESTANTE/ Persona de especial protección/ Deber de obtener autorización del Ministerio de Trabajo para dar por terminado el vínculo de prestación de servicios por cumplimiento del plazo contractual
“(…) la señora Yurledy Muñoz Osorio suscribió el contrato de prestación de servicios (…) con el SENA y en la cláusula segunda se indicó que el plazo del mismo sería por el término de diez meses y quince días (…) lo que significa que su culminación se daría el 9 de diciembre de 2015, en tal sentido, la actora conocía que su desvinculación laboral debía darse en la fecha aludida; por lo tanto, podría inferirse que el SENA se sujetó a lo dispuesto en el mencionado contrato para darlo por terminado. Sin embargo, la accionante mediante escrito del 1º de diciembre de 2015 había puesto en conocimiento del Director Regional del SENA de Dosquebradas sobre su estado de gravidez que cursaba por la semana 24 para lo cual adjuntó copia de la respectiva ecografía.”
“(…) la desvinculación de la señora Yurledy Muñoz Osorio debió ser autorizada por el inspector de trabajo, ya que por el sólo hecho de estar en embarazo, la Constitución Nacional le confiere a la mujer una estabilidad laboral, lo que hace viable la procedencia de la acción de tutela para amparar sus derechos fundamentales a la igualdad y a la protección a la maternidad en el ámbito laboral cualquiera sea la modalidad del contrato suscrito.”  

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-217 de 2006 y SU-070 de 2013.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL  

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de abril de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.314
Hora:
9:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Subdirector del Centro de Diseño e Innovación Tecnológica Industrial del SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE, de ahora en adelante SENA  de Pereira, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Yurledy Muñoz Osorio.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. La señora Yurledy Muñoz Osorio informó que prestó sus servicios como instructora del Centro de Diseño e Innovación Tecnológica Industrial del SENA desde el año 2004, desempeñando funciones en el área de teleinformática.  

Indicó la actora que firmó el contrato No.0311 de 2015 el cual se venció el 9 de diciembre de 2015; que envió carta a la empresa reportando su estado de embarazo de 25 semanas (6 meses) y solicitó su derecho a la estabilidad laboral, ya que no tiene recursos económicos para continuar pagando su seguridad social, sin que hasta la fecha haya recibido respuesta alguna. Por lo tanto, consideró vulnerados sus derechos a la estabilidad laboral reforzada y fuero especial de maternidad.
2.2. Por lo anterior, la accionante solicitó que le sean reconocidos sus derechos fundamentales por su situación de vulnerabilidad por su estado de embarazo.  Así mismo, pidió una medida provisional con el fin de que fuera reintegrada al SENA.

2.3. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) solicitud de servicios para ecografía detalle fetal; ii) ecografía (detalle fetal-doppler); iii) contrato de prestación de servicios No.0311 del 23 de enero de 2015; iv) póliza de seguro de cumplimiento de entidades estatales de la Aseguradora Solidaria; v) comunicación del 1º de diciembre de 2015 mediante la cual la accionante puso en conocimiento del Director Regional del Sena su estado de embarazo y vi) cédula de ciudadanía (Fls. 3-15). 
2.4. Mediante auto del 14 de diciembre de 2015 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, avocó el conocimiento de la acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a los Directores del Sena Regionales Dosquebradas y Pereira (folio 17). 
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. SENA REGIONAL DOSQUEBRADAS
El Subdirector del Centro de Diseño de Innovación Tecnológica Industrial confirmó que esa entidad firmó con la señora Yurledy Muñoz Osorio un contrato de prestación de servicios en el año 2015, bajo el No.00311 y con respecto a la carta que envió la actora, quedó con radicada con el No.1-2015-003581, en la cual la accionante no solicitó nada, ya que sólo informó su estado de embarazo.

Señaló que el mencionado contrato se perfeccionó el 23 de enero de 2015 y culminó el 9 de diciembre de 2015, en el cual se había plasmado el plazo y el objeto contractual, por lo que el embarazo de la accionante no es motivo para que en derecho, se pueda concluir el deber de celebrar un  contrato nuevo.

Indicó que el derecho a la estabilidad laboral reforzada para las mujeres en gestación y lactancia se materializa en la orden de su reintegro cuando esta fue desvinculada en razón a su embarazo, junto con el pago de salarios, indemnizaciones y prestaciones sociales, lo que no sucedió en este caso, ya que dada la condición de contratista de prestación de servicios, su vínculo con el SENA estaba supeditado al plazo de ejecución del contrato.

Consideró que si bien la actora comunicó su estado de embarazo, dicha situación no cambió las condiciones del contrato, por lo que no era el caso pedir autorización al inspector de trabajo para dar por terminada la relación contractual en medida que el mismo está regulado por las norma del Estatuto de Contratación Estatal y no por el Código Sustantivo del Trabajo.
Insistió que el contrato culminó por vencimiento de los términos convenidos entre las partes, por lo tanto, la accionante no tiene sustento jurídico para alegar que su embarazo tuvo incidencia en el fin de la relación jurídica aludida; por lo tanto, no se vulneraron derechos fundamentales a la misma.

Con respecto al menoscabo de la seguridad social, este no es imputable al SENA porque en caso de los contratos de prestación de servicios el pago de los aportes a salud y pensión es responsabilidad exclusiva dela contratista, lo cual queda consignado en el contrato por lo que tampoco se configura alguno de los elementos requeridos para que el juez de tutela proteja el fuero de estabilidad laboral reforzada a la accionante, pues no lo tiene.  

Mencionó que en la Sentencia T-222 de 2012 se indica que la estabilidad aplica siempre y cuando subsista la materia del trabajo y las causales que la originaron, situación que tampoco se cumple porque el SENA para esta fecha no tiene aprendices, razón por la cual tampoco hay instructores y estos sólo serían contratados nuevamente en enero teniendo en  cuenta las necesidades de ese Centro, tal y como lo ordena la ley.

Por lo anterior, solicitó negar las pretensiones de la tutelante ante la ausencia de vulneración de sus derechos fundamentales (Fls. 20-22)

Adjuntó copia del contrato de prestación de servicios No.0311 de 2015, carta de la actora donde reporta su estado de gravidez junto con los anexos, nombramiento y posesión del Director General del Sena, fallo de segunda instancia proferido por Consejo de Estado en una acción de tutela interpuesta por la señora Sonia Carolina Chacón contra la Contraloría General de la República, de la Sentencia T-222 de 2012  (Fls. 23-50).  
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia No.188 del 29 de diciembre de 2015 el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resolvió tutelar los derechos constitucionales al mínimo vital, seguridad social, igualdad y al trabajo de la señora Yurledy Muñoz Osorio y en consecuencia, ordenó al SENA que dentro del término de 48 horas contadas a partir del recibo de la comunicación de esta decisión, restableciera la relación laboral con la señora Yurledy Muñoz Osorio en un cargo igual o superior al que desempeñaba, atendiendo su estado especial y sin atentar contra su dignidad humana, sin exponerla a labores que vayan en detrimento a su estado de gravidez, su salud y la de la criatura que está por nacer. (Fls. 51-54)

El Director del SENA fue notificado del anterior fallo el 7 de enero de 2016 (folio 58).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El Director del SENA radicó el 12 de enero de 2016 un escrito mediante el cual impugnó la sentencia de primera instancia, indicando que la accionante firmó con el SENA un contrato de prestación de servicios como instructora que terminó en diciembre de 2015, a quien se había vinculado por necesidades del servicio y no por existir personal de planta suficiente para realizar la labor ejecutada por ella, tal como lo exige la Ley 80 de 1993 y la razón de ser que estos contratos sean hasta el mes de diciembre, es simplemente porque es la fecha de término del calendario académico.

Indicó que el despacho de primer nivel de manera equivocada acoge lo indicado en la Sentencia T-484 de 2014 en el que se hace referencia al Código Sustantivo de Trabajo, cuando la contratación de la entidad está regulada en el derecho administrativo, expresamente en la Ley 80 de 1993 y sus normas reglamentarias.
Aclaró que no se puede equiparar la terminación de un contrato de prestación de servicios con el despido por la condición de mujer embarazada, ya que esta acción no se presentó.

Señaló que la accionante tiene conocimiento de que el SENA no puede contratar a ningún instructor ni administrativo en el mes de diciembre por cuanto no hay presupuesto disponible por las anualidades presupuestales de cualquier entidad pública y porque se desconocen los parámetros que va a dar la Dirección Nacional para la contratación, de acuerdo a las necesidades del SENA durante la vigencia de 2016.

Consideró que no existe prueba alguna que permita inferir al despacho la vulneración del mínimo vital de la actora, a quien se había contratado por el término de pactado.

Indicó que el juez de primer nivel sobrepasó la causa pretendida que impulsó la acción de tutela y concedió un beneficio de las peticiones originales cual fue la incorporar como hecho no pedido el mínimo vital en donde no fue solicitado por la tutelante, ni probado en momento alguno, siendo esta la base fundamental  de la sentencia, lo que conllevaría indefectiblemente a una incongruencia entre las pretensiones y el fallo, lo que configura una vía de hecho que con el recurso de alzada debe superarse y corregirse.

Finalmente, puso en conocimiento que dentro del proyecto del plan de contratación para el año 2016 se tiene previsto un contrato con la señora Yurledy Muñoz Osorio.
Por lo anterior, solicitó que se revoque el fallo impugnado, absolviendo a la entidad que ya procedió en derecho para que así se redima la legalidad y el principio de congruencia de los fallos de la administración de justicia (Fls. 60-62). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente  acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución 

De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el juez de primera instancia fue acorde a los preceptos legales en relación con la tutela de los derechos fundamentales al mínimo vital, la seguridad social, igualdad y al trabajo de la señora Yurledy Muñoz Osorio o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el Director del SENA. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. De conformidad con los derechos fundamentales reclamados por la accionante y que tienen que ver con la especial protección que recibe la mujer durante los periodos de gestación, la jurisprudencia  de ha denominado “fuero de maternidad” que, además, de estar expresamente consagrada en la Constitución Nacional y las demás disposiciones que la desarrollan, también encuentra respaldo en tratados internacionales, en tal sentido, en la Sentencia T-217 de 2006 en la que se hizo alusión a la C-470 de 1997 el Corte Constitucional, enfatizó:
“En la mencionada sentencia se indicó que ese deber de protección a la mujer adquiere una particular relevancia en el ámbito laboral como quiera que debido a la maternidad, la mujer ha sido y sigue siendo objeto de graves discriminaciones en ese ámbito. Por esa razón, la Constitución y los convenios internacionales de derechos humanos ordenan un especial cuidado a la mujer y a la maternidad en el plano laboral. 

En efecto, el artículo 53 de la Constitución Política señala los principios mínimos que se deben aplicar en todas las esferas del derecho laboral y establece que debe otorgarse una protección especial a la mujer y a la maternidad. Así mismo, son numerosos los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, que constituyen criterios de interpretación de los derechos constitucionales (C.P., Art. 93) y que determinan ese deber especial de protección a la mujer embarazada y a la madre en el ámbito laboral.

De manera pues que, la protección especial a la mujer embarazada en el ámbito laboral implica que los principios constitucionales del trabajo adquieren mayor fuerza en estos casos, que puede asimilarse a un verdadero “fuero de maternidad”, que comprende la protección específica prevista en el ordenamiento jurídico en favor de la mujer embarazada, como por ejemplo el descanso remunerado antes y después del parto, la prestación de los servicios médicos y hospitalarios, la licencia remunerada para la lactancia del recién nacido y, en últimas, una estabilidad laboral reforzada.

Ahora bien, los principios constitucionales del trabajo adquieren mayor fuerza normativa cuando se trata de mujeres en estado de embarazo, al punto que no se habla simplemente de una garantía a la estabilidad en el empleo sino que ha adquirido la categoría de derecho constitucional a una “estabilidad laboral reforzada”
 que se fundamenta especialmente en la necesidad de erradicar “una de las manifestaciones más claras de discriminación sexual que ha sido, y sigue siendo, el despido injustificado de las mujeres que se encuentran en estado de gravidez, debido a los eventuales sobrecostos o incomodidades que tal fenómeno puede implicar para las empresas. Por ello, los distintos instrumentos internacionales han sido claros en señalar que no es posible una verdadera igualdad entre los sexos, si no existe una protección reforzada a la estabilidad laboral de la mujer embarazada”.

Recapitulando, la Constitución Política y los instrumentos internacionales le confieren a la mujer una estabilidad laboral reforzada durante el embarazo y durante un período razonable posterior al parto, que debe ser eficaz, es decir, que se proyecte en las normas legales. Por ello, la indemnización prevista en el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo “no confiere eficacia al despido efectuado sin la correspondiente autorización previa, sino que es una sanción suplementaria debido al incumplimiento patronal de la prohibición de despedir a una mujer por razones de maternidad.

En conclusión, considerando los mandatos constitucionales sobre el derecho a la igualdad (C.P., Art. 13) y a la protección a la maternidad en el ámbito laboral (C.P., Arts. 43 y 53), carece de todo efecto el despido de una trabajadora durante el embarazo, o en los tres meses posteriores al parto, sin la correspondiente autorización previa del funcionario competente. 

En otras palabras, para que el despido sea eficaz, el patrono debe obtener previamente la autorización del funcionario del trabajo, para poder terminar el contrato. Y en caso de que no lo haga, no sólo debe pagar la correspondiente indemnización sino que, además, el despido es ineficaz. 

Con esta interpretación, la Corte Constitucional en la sentencia C-470 de 1997, amplió el marco de acción de la regla del ordinal segundo del artículo 241 del Código Sustantivo del Trabajo según la cual ciertos despidos no producen efectos, a fin de proteger precisamente la maternidad. De manera pues que, el reintegro es simplemente una consecuencia de la ineficacia del despido de la mujer embarazada, cuando el patrono no cumple con las formalidades establecidas por la ley (...)”. (Subrayas nuestras)
6.5.  En el caso sub examine, observa la Sala que la señora Yurledy Muñoz Osorio suscribió el contrato de prestación de servicios No.0311 el 23 de enero de 2015 con el SENA y en la cláusula segunda se indicó que el plazo del mismo sería por el término de diez meses y quince días (folio 8), lo que significa que su culminación se daría el 9 de diciembre de 2015, en tal sentido, la actora conocía que su desvinculación laboral debía darse en la fecha aludida; por lo tanto, podría inferirse que el SENA se sujetó a lo dispuesto en el mencionado contrato para darlo por terminado.  Sin embargo, la accionante mediante escrito del 1º de diciembre de 2015 había puesto en conocimiento del Director Regional del SENA de Dosquebradas sobre su estado de gravidez que cursaba por la semana 24 para lo cual adjuntó copia de la respectiva ecografía.

6.6.  De acuerdo con lo anterior, esta Sala con fundamento en la jurisprudencia relacionada y tal como lo concluyó el A quo, considera que la desvinculación de la señora Yurledy Muñoz Osorio debió ser autorizada por el inspector de trabajo, ya que por el sólo hecho de estar en embarazo, la Constitución Nacional le confiere a la mujer una estabilidad laboral, lo que hace viable la procedencia de la acción de tutela para amparar sus derechos fundamentales a la igualdad y a la protección a la maternidad en el ámbito laboral cualquiera sea la modalidad del contrato suscrito.  
6.7. Al respecto, en la Sentencia SU-070 de 2013, la Corte Constitucional se refirió a la estabilidad reforzada en el empleo que ostentan las mujeres embarazadas, lo que impide que sean despedidas en cualquier modalidad de vínculo laboral, incluso en contratos de prestación de servicios, como acontece en este evento, a menos que medie autorización del Ministerio de Trabajo, de la siguiente manera:

“Respecto de algunas modalidades de vinculación, el ordenamiento jurídico colombiano le confiere a los empleadores cierta libertad para no prorrogar los contratos a término fijo que suscriben con los(as) trabajadores. Esta libertad, sin embargo, no es ilimitada y tampoco puede entenderse con independencia de los efectos que la misma esté llamada a producir sobre la relación entre unos y otros. En aquellos eventos en los cuales el ejercicio de la libertad contractual, trae como consecuencia la vulneración o el desconocimiento de valores, principios o derechos constitucionales fundamentales, entonces la libertad contractual debe ceder. En ese orden de argumentación, ha dicho la Corte Constitucional que la protección de estabilidad laboral reforzada a favor de las mujeres trabajadoras en estado de gravidez se extiende también a las mujeres vinculadas por modalidades distintas a la relación de trabajo, e incluso por contratos de trabajo o prestación a término fijo. Esto responde igualmente a la garantía establecida en el artículo 53 de la Constitución, de acuerdo con la cual, debe darse prioridad a la aplicación del principio de estabilidad laboral y de primacía de la realidad sobre las formas así como a la protección de la mujer y de la maternidad (art. 43 C.N).
Más adelante, en la misma sentencia, la Corte Constitucional indicó

Hipótesis fácticas de la alternativa laboral de una mujer embarazada, desarrollada mediante CONTRATO A TÉRMINO FIJO.
 
2.1 Cuando el empleador conoce en desarrollo de esta alternativa laboral el estado de gestación de la empleada, se presentan dos situaciones:
 
2.1.1 Si la desvincula antes del vencimiento del contrato sin la previa calificación de una justa causa por el inspector del trabajo: En este caso se debe aplicar la protección derivada del fuero consistente en la ineficacia del despido y el consecuente reintegro, junto con el pago de las erogaciones dejadas de percibir. Se trata de la protección establecida legalmente en el artículo 239 del CST y obedece al supuesto de protección contra la discriminación.[49]
 
2.1.2 Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando como una justa causa el vencimiento del plazo pactado: En este caso el empleador debe acudir antes del vencimiento del plazo pactado ante el inspector del trabajo para que determine si subsisten las causas objetivas que dieron origen a la relación laboral. Si el empleador acude ante el inspector del trabajo y este determina que subsisten las causas del contrato, deberá extenderlo por lo menos durante el periodo del embarazo y los tres meses posteriores. Si el inspector del trabajo determina que no subsisten las causas, se podrá dar por terminado el contrato al vencimiento del plazo y deberán pagarse las cotizaciones que garanticen el pago de la licencia de maternidad. (…) ”
(…)

Reglas sobre el alcance la de protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el ámbito del trabajo
 
“Esto implica que la Corte ha decidido aplicar la lógica de las medidas protectoras que el derecho laboral ha dispuesto para los casos de los denominados despidos sin justa causa, que buscan en últimas garantizar la estabilidad del trabajador. De este modo, en consideración de que las alternativas laborales protegidas por la Constitución no se circunscriben únicamente a la relación laboral sino también a otras opciones de subsistencia como el contrato de prestación de servicios, de cooperativismo, de servicios temporales, entre otros, entonces resulta procedente la aplicación de las medidas propias de estabilidad en relaciones laborales, a alternativas laborales sustentadas en relaciones contractuales distintas al contrato de trabajo. Y, la manifestación práctica de esta lógica es el reintegro o la renovación del contrato como medida de protección principal.
 
También, la Corte ha optado por proteger la alternativa laboral de las mujeres gestantes desde la óptica de la garantía de los medios económicos necesarios para afrontar tanto el embarazo como la manutención del(a) recién nacido(a). Garantía que se presume satisfecha cuando la mujer devenga salario u honorarios; luego, se deberá presumir no satisfecha cuando no los devenga. Por esta razón, cuando es improcedente el reintegro o la renovación, resulta viable la modalidad de protección consistente en reconocer las cotizaciones respectivas a seguridad social, después de la cesación de la relación laboral o el contrato y hasta el momento en que la mujer acceda a la prestación económica de la licencia de maternidad.”  (Subrayas propias)
6.7. Las premisas jurisprudenciales permiten concluir a esta instancia que las razones expuestas por el impugnante no pueden ser tenidas en cuenta, pues pese a la regulación a la que se somete la entidad demandada para contratar, esto es la Ley 80 de 1993, el derecho fundamental a la igualdad no puede ser desconocido cuando se refiere a una trabajadora en estado de gravidez, quien debe ser tratada en iguales condiciones de remuneración, de oportunidades y de subsistencia, pese a la vinculación que ostentaba como contratista en su calidad de instructora del Centro de Diseño de Innovación Tecnología Industria del SENA, por lo que el SENA debió contar con la anuencia del inspector del Ministerio de Trabajo para desvincular a la actora y como en este caso no sucedió, se deduce que la terminación del vínculo existente fue discriminatorio.
Por lo tanto, considera este Tribunal que lo decidido por el A quo no fue excedido cuando amparó a la señora Muñoz Osorio su derecho fundamental al mínimo vital, toda vez que al haberse concluido que la desvinculación de la actora no se hizo legalmente, era entonces  necesario tomar las medidas protectoras tendientes a garantizarle a la misma la estabilidad laboral reforzada a la que tenía derecho por su estado de embarazo.

6.8. Por lo discurrido, esta Sala concluye que la decisión del A quo se ciñó a los parámetros legales y jurisprudenciales que protegen los derechos a las madres gestantes y a sus hijos recién nacidos, en consecuencia, se confirmará el fallo  proferido el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución y la ley,  


RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Yurledy Muñoz Osorio.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión con base en lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� En la sentencia C-470 de 1997 se sostuvo que “en general el derecho a la estabilidad laboral consiste en la garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener los correspondientes beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la voluntad del patrono, si no existe una causa relevante que justifique el despido”.
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